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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

DERECHO CIVIL / CONTRATOS / CONTRATO DE COMPRAVENTA / SIMULACIÓN / NULIDAD DEL CONTRATO / VALORACIÓN PROBATORIA
VALORACIÓN PROBATORIA – Caso concreto.
… El cúmulo de probanzas incorporadas al plenario es inane para desvirtuar la presunción de legalidad que cobija a las tres (3) compraventas atacadas, contenidas en las escrituras públicas [art.257, CGP; art.6º, Decreto 960 de 1970] y, por ende, debe revocarse la declaratoria de simulación absoluta reconocida en la sentencia recurrida.

SIMULACIÓN – Requisitos.

... Es pues, indispensable, el concierto simulatorio. No es suficiente que haya una discrepancia entre la declaración pública de los contratantes y su voluntad real (…), pues se reitera que es menester un acuerdo privado, anterior a la manifestación pública de la voluntad o simultáneo con ella (…). Por esto ese dice que la “simulación presupone una connivencia entre sus partícipes” y según la Corte se define como “el acuerdo contractual mediante el cual las partes emiten una declaración no acorde con la realidad”
… Suficiente el discernimiento expuesto en los párrafos precedentes para concluir que las inferencias probatorias son débiles para cimentar la sentencia estimatoria de simulación enrostrada, de tal suerte que se impone predicar intacta la presunción de legalidad de los contratos objeto de esta acción, por ende, sale airosa la impugnación invocada.
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SC-0019-2025
Asunto
: Sentencia de segundo grado – Civil
Proceso
: Verbal - Nulidad por lesión enorme - Simulación Demandante
: Alejandro Acevedo Velásquez
Demandados
: Rómulo A. Acevedo V. e Inés P. Corrales R. Procedencia
: Juzgado 5° Civil del Circuito Pereira, R. Radicación
: 66001-31-03-005-2018-00443-01 (3563)
Temas
: Nulidad absoluta – Simulación absoluta – 


   Pruebas 

Mg. sustanciador : Duberney Grisales Herrera
Discutida en sesión: 244 de 26-05-2025

Veintiséis (26) de mayo de dos mil veinticinco (2025).
1. EL ASUNTO POR DECIDIR
La apelación de los codemandados Rómulo A. Acevedo V. e Inés P. Corrales
R. contra la sentencia del día 11-04-2024 (expediente recibido el 30-04-2024).
2. LA SÍNTESIS DE LA DEMANDA
2.1. LOS HECHOS RELEVANTES. Según la reforma de la demanda (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.21) el demandante y el codemandado Rómulo son hermanos y adquirieron varios inmuebles. El actor es comerciante y por dificultades económicas negociales adquirió una ludopatía, su hermano fue garante en algunas deudas. Este en el año 2014 le informó que había sido embargado por aquellas obligaciones, razón para pedir el traspaso de sus bienes, de manera que le sirvieran de respaldo a lo que Alejandro se negó, apoyado en su esposa.
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Alejandro estaba enfermo (deficiencia moral, sicológica, depresión, ansiedad) y Rómulo logró que le trasfiriera: (i) El 23-01-2014 con escritura pública No.238 de la Notaría 3ª de Pereira, R. el 33,3% del predio matriculado al número 292-8121; y, (ii) El 20-02-2014 con escritura pública No.019 de la Notaría Única de Apía, R. a Inés P. Corrales R., esposa de Rómulo, el 50% del inmueble con matrícula 292-2494.
En tales instrumentos los precios fueron irrisorios (sic): $8.000.000 y
$13.100.000, el dinero nunca fue recibido por el demandante “(…) desconociendo mi cliente la verdadera intención que tenía Rómulo (…) de causarle un detrimento y afectación a su patrimonio, a título de dolo, (…) haciéndolo incurrir en error, pues constituye un vicio en la voluntad y por ende es causal de nulidad del acto. (…)” (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.21, hecho No.22); los bienes en realidad valían
$250.000.000 y $110.000.000.
El precio en la compraventa del 20-02-2014, contenida en la escritura No.018 de la Notaría Única de Apía, R. sobre los predios Nos.292-2097, 292-7007, 292-5988  y  292-5484  fue  por  $7.500.000  cuando  correspondía  a
$100.000.000, se vendió por una suma inferior a la mitad del valor real. Aquí se aclara que los predios 292-2097 y 292-7007 fueron excluidos del reclamo (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.21, hecho No.34).
El señor Rómulo Antonio “de mala fe y engañosamente instó a mi mandante a firmar dichos contratos de venta de la cuota parte de los bienes inmuebles antes mencionados, (…)” aduciendo que los embargos que tenían eran de deudas de Alejandro, cuando era falso (ibidem, hecho No.24).
Todas las negociaciones estuvieron ocultas para la familia hasta el año 2015. Posteriormente, el actor se enteró que el embargo de Rómulo era por una deuda propia y ha pretendido sin éxito la restitución de sus bienes, incluso este vendió uno, intentó insolventarse y le fueron retenidos en ejecución esos predios, pero continúa comportándose como dueño.
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Los compradores no tenían capacidad económica para adquirir los bienes por la suma estipulada y mucho menos por el valor real (ibidem, hecho No.40). La descripción hecha permite entender que el negocio jurídico (sic) origen de las escrituras reseñadas, fue “totalmente simulado” (ibidem, hecho No.41).
2.2. LAS PRETENSIONES. PRINCIPALES. Según reforma de la demanda (ib., pdf No.21, folios 11-12): (i) Declarar la rescisión por lesión enorme de las compraventas fechadas: (a) El 20-02-2014, contenidas en las escrituras públicas Nos.018 y 019, corridas en la Notaría Única de Apía, R. sobre los bienes Nos.292-5988 y 292-5484; y, (b) El 23-01-2014, documentada en la escritura No.238 de la Notaría 3ª de Pereira, R. sobre el predio No.292-8121.; así mismo, (ii) Ordenar la cancelación del registro de los negocios jurídicos posteriores a esos instrumentos; y, condenar a los demandados a pagar: (iii) Las diferencias en el precio y (iv) Las costas del proceso.
PRIMERAS SUBSIDIARIAS. Se repitieron como consecuenciales las enumeradas como (ii) y (iv) con antelación, y: (i) Declarar la nulidad absoluta de las transferencias hechas en los citados instrumentos públicos por existir engaño; así como, disponer (ii) La restitución de los inmuebles; y, (iii) El pago de los frutos dejados de percibir por el demandante (ib., pdf No.21, folios 12-14).
SEGUNDAS SUBSIDIARIAS. Se reiteraron los ordinales (ii) y (iv) de las principales, así como, las (ii) y (iii) del párrafo anterior, como resultado de:
(i) Declarar absolutamente simuladas las compraventas referidas; y, (ii) Oficiar a los notarios ante quienes se elevaron los instrumentos públicos para que tomen nota de la sentencia (ib., pdf No.21, folios 14-15).
3. LA DEFENSA DE LA PARTE PASIVA
3.1. RÓMULO A. ACEVEDO V. E INÉS P. CORRALES R. Asintieron los hechos 6°, 10°
y 36°, otros los admitieron parcialmente y del resto algunos afirmaron no les
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constaban o los negaron. Resistieron las pretensiones y excepcionaron: (i) Buena fe exenta de culpa; (ii) Prescripción de las acciones; (iii) Indebida acumulación de pretensiones; (iv) Capacidad jurídica del actor para disponer de sus bienes; (v) Mala fe del demandante; y, (vi) La innominada (ib., pdf No.31).
3.2. LUIS A. DELGADO H. (LITISCONSORTE). Fue vinculado de manera oficiosa con proveído de 31-07-2018 (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo2, pdf No.06). Admitió los hechos 5° y 27°, otros los aceptó parcialmente y sobre el resto dijo no constarle. Se opuso a las súplicas y excepcionó buena fe exenta de culpa (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.32).
4. EL RESUMEN DE LA SENTENCIA APELADA
En la resolutiva declaró: (i) Probadas las excepciones de prescripción de la acción rescisoria por lesión enorme y buena fe exenta de culpa, propuestas en su orden, por Rómulo A., Inés P. y Luis A.; (ii) Infundadas las demás excepciones de Inés P. y Rómulo A.; (iii) Absolutamente simuladas las compraventas contenidas en las escrituras públicas Nos.018 y 019 de 20-02- 2014 de la Notaría Única de Apía, R. y la No.238 de 22-01-2014 de la Notaría 3ª de Pereira, R. suscritas entre el actor, Rómulo A. e Inés P.
Así mismo, (iv) Nulas las escrituras públicas Nos.019 de 20-02-2014 de la Notaría Única de Apía, R. y 238 de 22-01-2014 de la Notaría 3ª de Pereira, R., pero negar la nulidad de la escritura pública No. 018 de 20-02-2014 de la Notaría Única de Apía, R. porque los inmuebles vendidos en ese instrumento ya no están en cabeza de Rómulo A.; (v) Ordenar a este la restitución al actor del inmueble con matrícula No.292-8121; (vi) Ordenar a Inés P. la restitución al demandante del predio matriculado al No.292-2494, ambas devoluciones dentro de los treinta (30) días de la firmeza de la decisión.
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También (vii) Declarar inoponible a Luis A. la prosperidad de la simulación y, por ende, incólume el negocio jurídico contenido en la EP No.200 de 15- 11-2017 respecto a los predios matriculados al No.292-5484 y 292-5988;
(viii) Ordenar la cancelación de las anotaciones 09 y 04 de los certificados de tradición Nos. 292-2494 y 292-8121; (ix) Levantar las cautelas perfeccionadas; (x) Negar las demás pretensiones; (xi) Declarar infundada la tacha de falsedad; y, (xii) Condenar en costas a los demandados en un 50%.
Encontró probada la prescripción de la lesión enorme. Prescindió analizar la nulidad por falta de consentimiento al estimarla inane ante la prosperidad de la pretensión subsidiaria (sic).
Estudiada la simulación según los documentos, testimonios y pericias, en especial, los interrogatorios de las partes, encontró que no existió la intención de celebrar las compraventas, el ánimo de Rómulo era que el actor le garantizara las deudas que habían contraído juntos o de este último y respaldadas por aquel, por ende, procedía la súplica; ahora, como Luis A. adquirió de buena fe los predios de matrículas Nos. 292-5484 y 292-5988 la decisión le resulta inoponible1 (ib., pdf No.96).
5. La síntesis de la apelación
5.1. Los reparos concretos. Rómulo A. Acevedo V. e Inés P. Corrales R. (i)
Incongruencia de la sentencia; (ii) Indebida apreciación probatoria de: (a) Los documentos sobre los abonos y un manuscrito, aparejados al contestar;
(b) Las declaraciones de Luis A. Sañudo y Rosalba Aristizábal Y.; y, (c) Los ocho (8) indicios, base de la decisión (ib., pdf No.97) que permiten concluir intacta la presunción de veracidad de los negocios atacados, no se demostró el acuerdo simulatorio.

1 CSJ, Civil. SC -16669-2016.
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5.2. LA SUSTENTACIÓN. Durante el traslado de la Ley 2213, los recurrentes aportaron por escrito la argumentación de sus reparos, en tiempo (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C05ApelacionSentencia, pdf No.014). Se expondrán al resolver.
6. LA FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA PARA DECIDIR
6.1. LOS PRESUPUESTOS DE VALIDEZ Y EFICACIA PROCESAL. La ciencia procesal
mayoritaria2 en Colombia los entiende como los presupuestos procesales. Otro sector (2024)3-4 los denomina como en este epígrafe, pues se acompasa mejor a la sistemática procesal nacional. La demanda es idónea y las partes aptas para intervenir. Ninguna causal de invalidación hay, que afecte la actuación.
6.2. LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. En múltiples decisiones se ha dicho que este estudio es de oficio5. Diferente es el análisis de prosperidad de la súplica. Es presupuesto de las pretensiones para emitir decisión de mérito, es decir, resolutiva de la postulación, que no de sentencia favorable.
Para el examen técnico de este aspecto es fundamental identificar la modalidad de la pretensión planteada, en ejercicio del derecho de acción, para determinar quiénes están habilitados, por el ordenamiento jurídico, para elevar tal pedimento y para resistirlo; es decir, esclarecida la súplica se deduce la legitimación sustancial de los extremos procesales.

2 DEVIS E., Hernando. El proceso civil, parte general, tomo III, volumen I, 7ª edición, Bogotá DC, Diké, 1990, p.266.
3 LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, parte general, 3ª edición, Bogotá, Tirant lo Blanch, 2024, p.892.
4 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, procedimiento civil, tomo 2, ESAJU, 2020, 7ª edición, Bogotá, p.468.
5 CSJ, Civil. Sentencias: (i) 14-03-2002, MP: Castillo R.; (ii) 23-04-2007, MP: Díaz R.; No.1999-00125- 01; (iii) 13-10-2011, MP: Namén V., No.2002-00083-01; (iv) SC -1182-2016, reiterada en SC-16669-
2016. (iv) TS. Pereira, Sala Civil – Familia. Sentencia del 29-03-2017; MP: Grisales H., No.2012-00101- 01.
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La súplica principal y las subsidiarias cuestionan tres (3) compraventas celebradas en la Notaría Única de Apía, R., (i) El día 20-02-2014, No.018, sobre los inmuebles Nos.292-5988 y 292-5484 (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.04, folios 18-23) y, (ii) El 20- 02-2014, respecto a los bienes No.292-5988 y 292-5484, escritura pública No.019 (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.04, folios 24-27) y, la suscrita en Pereira: (iii) No.238 adiada el día 23- 01-2014 en la Notaría 3ª (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.04, folios 28-33).
6.2.1. Rescisión por lesión enorme (pretensión principal). Hay legitimación en el extremo activo porque el actor fue vendedor en las compraventas antes descritas6; y, en el extremo pasivo, están legitimados los demandados Acevedo V., quien aparece como comprador en las escrituras No.018 y 238; y doña Inés P. Corrales R., que figura en igual condición en la escritura No.019. Diferente sucede con Luis A. Delgado H., pues es ajeno a tales negocios jurídicos y ninguna afectación se advierte como para calificarlo de tercero relativo; se declarará su falta de legitimación.
6.2.2. Nulidad y simulación absolutas (pretensiones subsidiarias Nos.1° y 2°). Sobre la invalidación, por regla general están facultados, no solo quienes fueron parte de la convención, sino todo aquel que tenga interés o pueda derivar un beneficio (2021)7 de esa declaratoria, así prescribe nuestro sistema normativo: “La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el Juez, aun sin petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrario; puede alegarse por todo el que tenga interés en ello; puede asimismo pedirse su declaración por el Ministerio Publico en el interés de la moral o de la ley.” [art.2º, Ley 50 de 1936].
Ahora, respecto a la súplica prevalente o simulatoria, a voces del precedente de la CSJ pueden ser promovida por: (i) Los contratantes del pacto jurídico

6 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, tomo 2, procesos de conocimiento, ESAJU, 2021, 3ª edición, Bogotá, p.302.
7 ROJAS G., Miguel E. Ob. cit., p.285.
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atacado como simulado (2024)8; (ii) El acreedor de uno de los contratantes cuando comprometa el patrimonio que le sirve de prenda general a las acreencias9; (iii) El cónyuge a efectos de proteger el patrimonio social en cualquier momento después del matrimonio (2024)10 y el compañero permanente cuando la sociedad conyugal esté disuelta o en trance de serlo11;
(iv) El socio respecto de los actos dispositivos de la compañía12; y, también está habilitado: (v) El heredero13, siempre que tenga interés jurídico14-15. En el mismo sentido la doctrina nacional16.
En ese contexto, el demandante tiene personería sustantiva como vendedor en todos los instrumentos y también en el extremo pasivo los demandados Rómulo A. Acevedo V. e Inés P. Corrales R. quienes fueron, en su orden, comprador en la primera y tercera, y la señora Inés P. en igual calidad en la segunda.
Se discrepa de haber vinculado a don Luis Arnello como litisconsorte necesario en razón a ser propietario de dos (2) inmuebles objeto de litigio (matrículas Nos.292-5484 y 292-5988) porque ninguna participación tuvo en las compraventas cuestionadas, carece de las calidades enunciadas en el apartado 2.2.2.; se trata de un litisconsorte facultativo (2024)17, es titular de una relación sustantiva fundada en un contrato diferente al demandado, que es autónomo e independiente.
Con auto del 31-07-2018 (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo2, pdf No.06) se ordenó vincular como litisconsortes a María R. Aristizábal y a Premiun Organic de Colombia SAS al aparecer como dueñas de algunos inmuebles vendidos en los documentos demandados, pero

8 CSJ. SC-3864-2015 y SC-1008-2024.
9 CSJ. SC-11003-2014.
10 CSJ. SC-1756-2024.
11 CSJ, SC1182-2016.
12 CSJ, SC-1182-2016.
13 CSJ, Civil. Sentencias: (i) 30-11-2011, MP: Solarte R.; No.05001-3103-005-2000-00229-01
14 SUESCÚN M., Jorge. Derecho privado, Estudios de derecho civil y comercial contemporáneo, tomo II, 2ª edición, Bogotá DC, Legis y Universidad de los Andes, 2004, p.349.
15 CSJ, Sala de Casación Civil. Sentencia del 05-09-2001, MP: Ramírez G.; No.5868.
16 ORTIZ M., Álvaro. Manual de obligaciones, 6ª edición, Temis, Bogotá DC, 2015, p.52.
17 CSJ, SC-200-2023 y SC-0040-2024 de esta Sala.
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como se desistió de las pretensiones contra la señora Aristizábal (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.09) y ninguna se postuló al reformar la demanda contra la compañía (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.36), quedan excluidas ambas personas del debate.
6.3. EL PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER. ¿Se debe revocar la sentencia estimatoria de la pretensión de simulación, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, R., según la apelación de la parte demandada; o debe confirmarse o modificarse?
6.4. La resolución del problema jurídico
6.4.1. Los límites de la apelación impugnaticia. En esta sede se definen por los temas objeto del recurso, patente aplicación del modelo dispositivo del proceso civil nacional [arts.320 y 328, CGP]; se reconoce hoy como la pretensión impugnaticia18, novedad de la nueva regulación procedimental del CGP, según la literatura especializada, entre ellos el doctor Forero S.19. El profesor Bejarano G.20, discrepa al entender que contraviene la tutela judicial efectiva, de igual parecer Quintero G.21, mas esta Magistratura disiente de esas opiniones, que son minoritarias.
Acoge la aludida restricción, de manera pacífica y consistente, esta Colegiatura en múltiples decisiones, por ejemplo, las más recientes: de esta misma Sala y de otra22. En la última sentencia mencionada, se prohijó lo

18 ÁLVAREZ G., Marco A. Variaciones sobre el recurso de apelación en el CGP, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, Bogotá DC, editorial, Panamericana Formas e impresos, 2018, p.438-449.
19 FORERO S., Jorge. Actividad probatoria en segunda instancia, En: ICDP. Memorias del XXXIX Congreso de derecho procesal en Cali, Bogotá DC, editorial Universidad Libre, 2018, p.307-324.
20 BEJARANO G., Ramiro. Falencias dialécticas del CGP, En: ICDP. Memorial del Congreso XXXVIII en Cartagena, editorial Universidad Libre, Bogotá DC, 2017, p.639-663.
21 QUINTERO G., Armando A. El recurso de apelación en el nuevo CGP: un desatino para la justicia colombiana [En línea]. Universidad Santo Tomás, revista virtual: via inveniendi et iudicandi, julio- diciembre
2015
[Visitado
el
2020-08-10].
Disponible
en
internet: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6132861.pdf
22 TS, Civil-Familia. Sentencias del (i) 19-06-2020; MP: Grisales H., No.2019-00046-01 y (ii) 04-07-2018; MP: Saraza N., No.2011-00193-01, entre muchas.
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argüido por la CSJ en 201723, eso sí como criterio auxiliar, ya en decisiones posteriores y más recientes, la CSJ (2025)24, en sede de casación reiteró la tesis de la referida pretensión. El profesor Parra B.25, arguye en su obra (2021): “Tiene como propósito esta barrera conjurar que la segunda instancia sea una reedición de la primera y se repita esta innecesariamente. Además, respeta los derechos de la contraparte, pues esta se atiene a la queja concreta.” De igual parecer Sanabria Santos26 (2021).
Ahora, también son límites para dirimir la contienda, el principio de congruencia como regla general [art.281, ibidem]. Las excepciones, es decir, aquellos temas que son revisables de oficio son los asuntos de familia y agrarios [art.281, parágrafos 1º y 2º, ibidem], aquellas declarables de oficio [art.282, ibidem], los presupuestos procesales27 y sustanciales28, las nulidades absolutas [art.2º, Ley 50 de 1936], las prestaciones mutuas29, las costas procesales30 y la extensión de la condena en concreto [art.283-2, CGP], entre otros. Por último, la competencia es panorámica cuando ambas partes recurren en lo que les fue desfavorable [art.328, inciso 2º, CGP].
6.4.2. EL CASO CONCRETO. Se resolverá en el siguiente orden metodológico: (i) La nulidad absoluta preterida en el fallo; (ii) La exclusión de unos reparos por intempestivos; (iii) La incongruencia invocada; y, (iv) La indebida valoración probatoria sobre la simulación absoluta.
6.4.2.1. LA NULIDAD ABSOLUTA. El tema no fue recurrido ante esta instancia, pero es susceptible de revisión oficiosa como se explica en el apartado inmediatamente anterior al epígrafe caso concreto. El veredicto se abstuvo de analizarlo, arguyó: “(…) No se abordará el análisis de la nulidad de los contratos

23 CSJ. STC-9587-2017.
24 CSJ. SC-2351-2019; SC-3148-2021; SC-1303-2022; SC-396-2023; SC-2407-2024 y SC-0072-2025.
25 PARRA B., Jorge. Derecho procesal civil, 2ª edición puesta al día, Bogotá DC, Temis, 2021, p.403.
26 SANABRIA S., Henry. Derecho procesal civil, Universidad Externado de Colombia, Bogotá DC, 2021, p.703 ss.
27 CSJ, SC-6795-2017. También sentencias: (i) 24-11-1993, MP: Romero S.; (ii) 06-06-2013, No.2008-
01381-00, MP: Díaz R.
28 CSJ. SC-1182-2016, reiterada en la SC-16669-2016.
29 CSJ, Civil. Sentencia del 15-06-1995; MP: Romero S., No.4398.
30 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.970.
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por falta de consentimiento o vicios en el consentimiento del actor para su celebración, porque al prosperar una de las pretensiones subsidiarias, el examen de la otra resulta inane.” (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.96, acápite consideraciones, folio 7).
Esta Sala disiente, pues la invalidación fue en la especie absoluta, es decir, se cuestionó la validez de las compraventas y es el primer presupuesto para examinar tanto la lesión enorme como la simulación, ambas se estudian sobre la base de contratos válidos.
Por ende, era imprescindible su revisión previo a analizar las demás, aunque de todas formas, ninguna vocación de triunfo tiene, puesto que se edificaron, según los hechos de la demanda en el dolo (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, hecho No.22, numerales 8º, 12 y 16 de la pretensión subsidiaria No.1) y la fuerza; también en el párrafo final de los fundamentos de derecho (pdf No.05), en general se adujo “vicio en el consentimiento” y se señaló en forma expresa el artículo 1515, CC; es patente que se califican en nuestro derecho positivo como hipótesis de invalidación relativa.
Las causales para fundar la especie absoluta son, a voces del artículo 1741, CC: a) La ilicitud de la causa y el objeto; b) La omisión de las formalidades prescritas para su validez; y, c) La incapacidad absoluta (Con la Ley 1996 únicamente los impúberes, regla sin vigencia para la época de los contratos cuestionados). Paladino aflora que la causa para pedir no se apoya en ninguna de las mencionadas hipótesis, por ende, el litigio tampoco se planteó en esos términos, ni esa fue la intelección de la contraparte como se aprecia en sus contestaciones (véase el epígrafe 3 de esta providencia).
Con claridad debe fracasar este pedimento en atención a que se incurriría en una inconsonancia manifiesta; notorio es que en manera alguna se postuló una anulación relativa (aplicable para los ludópatas), que exige expresa reclamación tal cual manda el artículo 1743, CC cuando dispone: “La nulidad
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relativa no puede ser declarada por el Juez o prefecto sino a pedimento de parte; (…)”, es el alcance dado también por la doctrina judicial de la CSJ31 y la literatura especializada nacional (2024)32-33.
6.4.2.2. LA EXCLUSIÓN DE REPAROS. Las críticas alusivas a las versiones del demandante y los dos (2) codemandados, incluidas en la sustentación (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C02ApelacionSentencia, pdf No.008, folios 3°- inciso 4°-, 6°, 7°- incisos 1° y 2°-), se desechan por extemporáneas, puesto que no fueron planteadas en la fase de formulación de reparos [art.322, inciso 4º, CGP].
Ni en la audiencia o en los tres (3) días siguientes, figuran tales censuras, solo se vienen a presentar con la citada etapa, que está destinada a argumentar los reparos ya postulados. Explica la CSJ (2021) en sede de tutela (Criterio auxiliar)34: “(…) quien apela una «sentencia» cuenta con dos oportunidades para exponer los «reparos concretos» que le hace, a saber: i) al «interponer el recurso en la audiencia» y ii) «dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización» (…)”. Mal pueden analizarse, dada su inoportunidad.
6.4.2.3. LA INCONGRUENCIA DEL FALLO. REPARO No. 3º . SUSTENTACIÓN. El fallo
es incongruente porque no consideró adecuadamente la complejidad de la demanda, la capacidad mental del actor para negociar, la influencia de la cónyuge del demandante, que es la más beneficiada con este proceso, la buena fe de los demandados, la sociedad de hecho que había entre los hermanos y la falta de pruebas suficientes para demostrar la simulación de los contratos. Se omitió un análisis crítico de las pruebas arrimadas al proceso.

31 CSJ. SC-3724-2021.
32 DURÁN U. Juan C. Apuntes y casos de derecho contractual general colombiano. Introducción, formación, eficacia, vigencia, incumplimiento y extinción, Bogotá DC, Tirant lo Blanch, 2024, p.197.
33 CASTAÑO C., Ramiro A. Obligaciones, Bogotá DC, Ibáñez, 2024, pág.180. También: BOHÓRQUEZ O., Antonio. De los negocios jurídicos en el derecho privado colombiano, volumen 1, 5ª edición, Ediciones Doctrina y Ley, Bogotá DC, 2019, pág.182.
34 CSJ. STC-254-2018, reiterada en la STC-6612--2021.
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Además, se estima que no logró demostrarse el animus simulandi, según explicó la CSJ en decisión citada35, precedente del que se apartó el fallo reparado; ese incumplimiento de la carga probatoria debió dar al traste con la pretensión simulatoria, pues ante la existencia de dudas se debe privilegiar el negocio jurídico, tal como ha explicado esa Corporación36.
Los recurrentes sí pagaron los predios comprados, los han mejorado con nuevos cultivos incluso han beneficiado al demandante. Rómulo jamás ha sido de engañar o estafar a su hermano, lo ha apoyado en momentos difíciles y de eso es que se aprovecha para confundir al despacho. La sociedad entre hermanos ha permitido construir el patrimonio familiar con ayudas y compensaciones mutuas.
La CSJ ha fijado tres (3) premisas frente a la simulación: (a) Hay presunción de veracidad del negocio jurídico que debe desvirtuar quien persiga su declaratoria (sentencia de 16-12-2003); (b) Si existen dudas sobre la existencia de la negociación, esta debe hacerse prevalecer (sentencias de 19-12-2005 y 14- 07-2021); (c) Para que exista simulación es indispensable el acuerdo de voluntades, si una sola de las partes considera que no existió el fraude, fracasa su pedimento (sentencias de 16-12-2003 y 21-04-2023).
LA INCONGRUENCIA. Fracasa. Con total claridad resulta harto infundada esta censura, pues en manera alguna la multiplicidad de hechos o las apreciaciones deducidas de las pruebas configuran una inconsonancia procesal, en ninguna de las modalidades existentes: extra, ultra o citra petita.
La congruencia37 es la simetría que debe tener el juez, al resolver la controversia sometida a su juicio; y para las partes enfrentadas los límites dentro de los cuales han de formular sus alegaciones. Para estos efectos se consideran, única y exclusivamente, los hechos expuestos por cada parte (causa petendi) y las pretensiones (petitum), del lado del demandante, según la

35 CSJ, Civil. SC-097-2023.
36 CSJ, Civil. SC-2929-2021.
37 CSJ. SC-5473-2021.
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demanda y su reforma; y, conforme a la contestación y excepciones perentorias, del extremo pasivo.
Está regulada en el artículo 281, CGP y delimita la tarea del juzgador al dirimir la controversia sometida a su escrutinio, mediante la sentencia. Sin dudas integra el debido proceso y el derecho de defensa que, por contera, se violan cuando se desconoce aquel postulado.
En esta disputa se advierte que los motivos en que se soporta la inconsonancia no se subsumen en la noción procesal de la figura para inferir el error imputado. Se itera, la extensión de la causa para pedir expuesta y los demás elementos empleados para construir la crítica se relacionan más con la tasación de las pruebas obrantes, que un desafuero por desbordar los contornos trazados por la congruencia procesal.
6.4.2.4. LA INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA. Enseguida se compendian los reparos de la apelación centrados en este aspecto.
REPARO No. 1º. (i) La decisión dejó de apreciar los soportes de los abonos allegados con la contestación de la demanda, en cuantía de $37.000.000 que desde el año 2014 realizó Rómulo a las deudas del actor y que este conocía eran parte del pago de la negociación consistente en: (a) $70.000.000 por la casa de matrícula No.292-8121; y, (b) $30.000.000 por el predio inmatriculado al No.292-2494.
Así aparece consignado en manuscrito aportado, tachado por el demandante y sometido al peritaje, pero que al parecer careció de las grafías que debía suministrar el actor, aunque el día de recaudo de firmas, le aceptó a su hermano que sí había suscrito.
(ii) El fallo desechó los testimonios presentados por los recurrentes cuando:
(a) La atestación de Luis A. Sañudo fue contundente en aclarar las condiciones de la negociación de los hermanos Acevedo V. con la firma
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Premiun Organic de Colombia SAS en el año 2016, desvirtuó que la venta de La Clarisa fuera decisión exclusiva de Rómulo, fue acuerdo de ambos, pese a que el demandante solo era dueño de uno de los lotes, acorde con las pruebas suministradas por el testigo; y, que del precio ($760.000.000), Rómulo recibió
$280.000.000 y el demandante $480.000.000, diferencia que correspondía al saldo adeudado por aquel por cuotas partes de los inmuebles de Apía.
(b) Las deponencias explicaron que el actor no se afectó por la venta de esos predios, al contrario, negoció otro inmueble con la citada compañía en
$33.328.457 de los cuales el monto de $30.000.000 fue recibido por su esposa. Y, (c) Pudo constatarse con esta prueba que el demandante recibió dinero por la venta de los inmuebles, al punto que al reformar la demanda se excluyeron los predios con matrículas 292-8121 y 292-2494.
(iii) La sentencia apreció sin reparos la atestación de Rosalba Aristizábal Y., esposa del demandante, cuando su conducta es reprochable pues fue litisconsorte. Se le creyó aun cuando se notó sobreactuada y amañada: (a) Titubeó, pues dijo vivir en unión libre y luego estar casada desde hace veintiocho (28) años; (b) No supo decir cuáles medicamentos tomaba su esposo; (c) Afirmó que con la venta entre los hermanos solo quedaron con un predio, cuando no era así, tanto en cabeza suya como de su hijo había otros bienes; en suma, es la más beneficiada con todo este litigio e, incluso, admitió que persuadió a su esposo para que lo adelantara.
(iv) No logró demostrarse que las condiciones denunciadas sobre el estado de salud y personalidad del demandante: ludopatía, depresión, ansiedad; hubiesen impedido su libre disposición del patrimonio, se constató que luego de la crisis del año 2013, vendió predios para solventar sus pasivos a su hermano y a la aludida compañía. Situaciones que desvirtúan la falta de capacidad jurídica y consentimiento que se enrostró en la demanda, ningún vicio o manipulación por parte de los impugnantes pudo probarse.
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REPARO No. 2º. El fallo estimó la simulación al encontrar acreditados unos indicios (sic), conforme lo señala la jurisprudencia de la CSJ, sin embargo, los hechos probados no son las conductas señaladas por la Corte, como se explica:
(i) Falta de necesidad de enajenar. Al contrario, se demostró que el demandante para el año 2014 necesitó vender sus bienes. Pasaba por una crisis financiera, tal como se informó en la demanda, era ejecutado al igual que su hermano Rómulo que era su garante y así se constata en el módulo de consulta de procesos de la Rama Judicial. La persona indicada para comprar era su hermano y socio (Rómulo), quien además tenía el interés de adquirir los porcentajes que le faltaban en las heredades.
(ii) Venta de todo el patrimonio. El actor enajenó todos sus bienes, no solo los adquiridos por su hermano, se ha explicado que también transfirió a su esposa y a la compañía Premiun Organic de Colombia SAS. Los certificados de tradición y las atestaciones así lo acreditan.
(iii) Relaciones parentales. La existente entre los hermanos Acevedo V. no resulta concluyente ni definitiva, tampoco pueden generar automáticamente un velo de sospecha o desconfianza; se impone es una apreciación conjunta de las pruebas38.
(iv) Falta de capacidad económica del adquirente. Los recurrentes sí contaban para inicios del 2014 con la capacidad para comprar. La crisis económica de Rómulo fue causada por las deudas de su hermano, pero aun así no cesó en los pagos y recibía ingresos del supermercado, tal como afirmó Jairo Ospina. Se reprocha que la sentencia se hubiese referido a las declaraciones de renta de las partes cuando solo obraba la del demandante.
(v) Precio exiguo. Los valores que obran en las compraventas corresponden a los catastrales, según señalan las escrituras públicas arrimadas, donde

38 CSJ, Civil. Sentencia del 15-02-2000, No.5438.
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además se dejó constancia de la lectura a conformidad por el demandante. En la contestación se explicó que el acuerdo privado era que Alejandro recibiría $100.000.000.
El dictamen avaluatorio de los inmuebles no es confiable, sus bases fueron las características físicas y de conservación para el 2017, cuando debió considerar las de 2014. Los apelantes han mejorado las heredades desde la adquisición.
(vi) La retención de los bienes por el enajenante. Se demostró e incluso desde la demanda se afirmó que los demandados ejercen actos como propietarios. Adicionalmente nunca les han requerido la restitución.
(vii) Precio no entregado de presente. Tal como se explicó en el primer reparo, los demandados aportaron copia de los abonos por $37.033.113 a las deudas del demandante. Por extraño que lo juzgase la primera instancia, el pago se difirió hasta el 2016 cuando Rómulo vendió otros de sus bienes, es válido que haya sido a plazo, mas cuando se trata de familia.
(viii) El comportamiento de las partes en el litigio. Se cuestiona que: (a) La demanda se hubiese reformado después de su contestación, para suprimir los inmuebles que se transfirieron a Premiun Organic de Colombia SAS; (b) El desistimiento de las pretensiones que involucraban el predio matriculado al No.292-7007 de propiedad de la esposa del actor y que había sido vinculada oficiosamente como litisconsorte; y, (c) El juzgado debió requerir a la parte actora para integrar la litis, aportar pruebas e, incluso, por dilatar su práctica, como ocurrió con la grafológica. En suma, según la exposición hecha hay indicios que permiten apreciar la seriedad de las negociaciones.
RESOLUCIÓN. LA INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA. Triunfa. El cúmulo de
probanzas incorporadas al plenario es inane para desvirtuar la presunción de legalidad que cobija a las tres (3) compraventas atacadas, contenidas en las escrituras públicas [art.257, CGP; art.6º, Decreto 960 de 1970] y, por ende, debe
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revocarse la declaratoria de simulación absoluta reconocida en la sentencia recurrida.
EL TEMA DE PRUEBA. Necesario precisar el objeto de la súplica simulatoria (2022)39 con las palabras del derecho judicial del órgano de cierre de la materia:
… tiene por propósito develar la verdadera intención de las partes de un contrato, oculta de manera concertada tras un negocio jurídico aparente. En ese entendido, ha de existir una discordancia entre el pacto que podría percibir un observador razonable e imparcial, y lo que privadamente tenían acordado los estipulantes, antinomia que resulta de una voluntad recíproca y consciente de estos, orientada a distorsionar la naturaleza del acuerdo, modificar sus características principales, o incluso fingir su propia existencia.
Sobre el primer elemento que debe constatarse, según el parecer de la citada colegiatura40, ha explicitado: “cuando se demanda la declaración de simulación de un contrato, el juez por razón de método debe proceder a investigar primero si se halla demostrada la existencia o realización del contrato; en segundo lugar, si el acusador tiene o no derecho para promover la acción y finalmente, indagar, en vista a las pruebas del proceso, si la simulación está probada.”.
En la metodología para el respectivo escrutinio predica la alta colegiatura de esta especialidad41: “(…) 14. Y como también lo tiene definido la doctrina jurisprudencial de la Corte, en orden a establecer si sobre un contrato determinado se obró simuladamente, el juzgador debe proceder a investigar, ante todo, la existencia del respectivo acuerdo, para pasar luego a analizar el derecho que asista al actor para promover la respectiva acción, y rematar definiendo, con vista en las pruebas del plenario, si la simulación tuvo lugar o no.”. La sublínea es ajena al texto original.
Y en lo atinente a los requisitos, la doctrina del maestro Valencia Zea42 y el profesor Ortiz Monsalve43 identifica los siguientes: (i) Discrepancia entre lo

39 CSJ. SC-963-2022.
40 CSJ, Civil. Sentencia del 30-05-1930, MP: Augusto N. Samper.
41 CSJ, Civil. Sentencia del 19-05-2004, MP: Cesar J. Valencia C.; No.7145.
42 VALENCIA Z., Arturo. Derecho civil, tomo III, de las obligaciones, 8ª edición, Temis, 1990, p.60.
43 ORTIZ M., Álvaro. Ob. cit., p.80.
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declarado y lo que realmente se ha querido; (ii) Procedencia de ambas partes; (iii) Consciencia en la discrepancia; (iv) Finalidad de engañar a terceros. En el mismo sentido el profesor Ospina Fernández44 refiere: “Concepto de simulación. En general, consiste esta en la connivencia entre las partes para fingir un contrato con el propósito de que este no produzca efecto alguno (Simulación absoluta), o para disfrazar el contrato que realmente quieren celebrar con la forma aparente de otro contrato distinto, como cuando (…)” (sublínea ajena al original).
Tales presupuestos los condensa, en reciente sentencia (2024) la Sala Civil, Agraria y Rural de nuestra CSJ45, así: “Entonces, para que un acto sea simulado o aparente se requiere del concurso de los siguientes elementos: a) Un pacto entre las partes destinado a producir una apariencia; b) La intención de engañar a terceros; y c)
La divergencia entre lo querido y lo expresado en el acto46.
En ese contexto, a ninguna duda remite, que siempre para la configuración de la simulación tendrá que presentarse una convención entre las partes del acto alegado como disimulado, en forma alguna podrá originarse en un negocio jurídico unilateral. Comparte ese parecer el maestro Valencia Zea47 y hace poco (2022) acogido por esta Sala48.
LA CARGA PROBATORIA. Este imperativo procesal regido por la regla general enunciada en el artículo 167, CGP, que reconoce la carga dinámica, sin embargo, es palpable que en este caso no se aplicó. Con el siguiente pasaje de la CSJ49 se ilustra el entendimiento genérico y predominante de la carga para la parte demandante, hoy conservado en el CGP, salvo la explicación sobre la distribución, enseña la corporación:
Conviene recordar en este momento, que la carga de probar la simulación (onus probandi) corresponde a quien persigue su

44 OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo. Régimen general de las obligaciones, 6ª edición, Temis SA, Santafé de Bogotá DC, 1998, p.187.
45 CSJ. SC-1008-2024.
46 Op. Cit., Cámara, H. (1958).
47 VALENCIA Z., Arturo. Ob. Cit., p.62.
48 TSP. SC-0063-2022.
49 CSJ, Civil. Sentencia del 15-02-2000, MP: Jaramillo J.
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declaratoria (art. 177 del C.P.C.) sin perjuicio del elevado deber que tiene el juez de proveer oficiosamente para verificar los hechos alegados (num.4º, art. 37, 179 y 180 ib.), y que con tal propósito debe aquél aportar al juzgador suficientes y fidedignos medios de prueba que le permitan a éste, sin hesitación alguna, formarse el convencimiento de que el negocio jurídico cuestionado, es aparente y, por ende, reñido con la realidad volitiva de inter partes, vale decir, con su genuina intención. Sublínea de esta Sala.
Años después, la corporación de cierre50, recabó sobre el prenombrado artículo, y con reiteración de fallos anteriores, apuntó: “Por supuesto, la simulación debe probarse, Y LA CARGA PROBATORIA COMPETE A QUIEN LA INVOCA CON ELEMENTOS DE CONVICCIÓN IDÓNEOS, sujetos a contradicción y apreciación discreta, racional, sistemática e integral por el juzgador conforme a las reglas de la sana crítica aspecto en el cual, el ordenamiento admite a las partes y terceros acreditarla con todo medio probatorio, o sea, disciplina libertad, sin establecer tarifa legal o restricción alguna (Cas. Civ., Sent. ene. 25/2008, [SC-002-2008], Exp. 00373).”. Las versalitas están puestas a propósito por esta Sala.
La carga en cita se explica para la parte demandante porque el negocio jurídico reputado como fingido tiene a su favor la presunción de veracidad o legalidad [art.257, CGP; art.6º, Decreto 960 de 1970], por virtud de la cual está llamado a producir sus efectos hasta que se declare su ficción mediante sentencia judicial.
Explica el precedente especializado, de manera inveterada por demás, que existe libertad probatoria para la demostración de esta pretensión (2024)51, sin embargo, en consideración al proceder sigiloso y subrepticio que, de ordinario, rodea una manifestación de voluntad atacada de falaz, los medios de prueba más empleados son los indicios (2025)52, sin descartar, desde luego, los demás medios; todos habrán de encaminarse a que emerja a la luz, el real querer de las partes implicadas, deberá aquel caudal lograr el convencimiento de que fue aparente el convenio y las partes no quisieron celebrarlo.

50 CSJ, Civil. Sentencia del 13-10-2011, MP: Namén V.; No.2002-00083-01.
51 CSJ. SC-1008-2024.
52 CSJ. SC-9072-2014, SC-3452-2019, SC-503-2023 y SC-068-2025.
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LA VALIDEZ DE LOS CONTRATOS. Presupuesto indispensable es que las tres (3) compraventas tildadas de aparentes, sean válidas. En efecto, amén de que las partes omitieron reprocharlas, concurren la capacidad negocial, el consentimiento exento de vicios, licitud del objeto y la causa [art.1502, CC] como elementos esenciales; y, también los especiales: constar en escritura pública, determinación de los bienes y del precio [art.1857, CC].
LOS HECHOS DECLARADOS PROBADOS POR EL FALLO. Encontró acreditados algunos que estimó suficientes para edificar la simulación absoluta propuesta en la demanda, señaló: (a) No concurren los elementos de las compraventas en los contratantes faltó la intención para celebrar estos negocios, Alejandro para despojarse de sus bienes y Rómulo con Inés tampoco quisieron recibirlos. El propósito de Alejandro era proteger el patrimonio de Rómulo.
(b) Quedó sin demostrar el pago del precio al demandante; (c) El parentesco facilitó la ocultación del contrato verdadero; y, (d) La simulación no fue desvirtuada (¿?) con los testimonios de la parte demandada.
Ahora, confrontadas estas conclusiones con los reproches de la apelación, se tiene, en el orden expuesto: (i) Se desconoció la premisa jurisprudencial sobre la presunción de veracidad de los negocios porque la decisión afirmó la falta de elementos de la compraventa sin detallar a cuáles se refería y su prueba, refirió la intención en varias veces, y aquí cabe anotar que ninguna de las declaraciones dio cuenta del acuerdo simulatorio (adelante se analizan); sobre el móvil para vender quedó probada la difícil situación financiera del actor por concordar ambas partes en tal hecho.
El razonamiento defensivo luce plausible, existían motivos para vender y ninguna prueba se trajo para demostrar la falta de capacidad económica para comprar del demandado, quien informó recibía dinero del supermercado. Recuérdese que no era su carga demostrar estos hechos, como enseña la doctrina atrás apuntada.
EXPEDIENTE  No.2018-00443-01
Súmese que ninguna confesión hay sobre el motivo para negociar como predicó el fallo, entendió que el demandado aceptó que su hermano le debía dinero y esa fue la causa de las ventas.
Escuchada de forma atenta la versión de Rómulo (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.51, tiempo 00:46:15 y
ss) es descaminada tal inferencia, explicó el declarante que de tiempo atrás tenían negocios en conjunto, que le adeudaba dinero de las compras hechas, que pagó con abonos a cuentas bancarias y de la negociación con Premium Organic de Colombia SAS recibiría 100 millones más. En este contexto ninguna confesión se estructura, pues conforme al artículo 191, CGP, ningún hecho adverso aceptó, como tampoco alguno que favoreciera a su contraparte.
Necesario insistir en la carga probatoria, con las palabras de la CSJ (2025)53: “(…) «las declaraciones de voluntad están amparadas bajo la «presunción de seriedad, veracidad, legitimidad y validez que acompaña a todo acto jurídico público» (CSJ SC503-2023, 15 dic.)» (…)”. Postulado que impone al promotor de la acción, la carga de allegar material probatorio que derrote de forma contundente la presunción preindicada.
Respecto al (ii) pago del precio, si bien la alzada aduce haberlo acreditado con los documentos, y en parecer de este estrado fracasa, no menos cierto es que la carga gravitaba en la parte demandante al haberlo alegado en la demanda y por la facilidad para su aportación; por ende, su consecuencia lejos está de perjudicar a los demandados.
Adujo la providencia que las declaraciones de renta no reflejaban las compraventas, sin más explicaciones. Se comparte esta aserción puesto que en los formularios ninguna transacción puede aparecer (carpeta 02SegundaInstancia, C05ApelSentencia, carpeta No.009AnexoMasivo), estarían descritos en cifras totales en el ítem “ingresos” donde habrá de registrarse el

53 CSJ. SC-068-2025.
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dinero recibido como precio, o del lado del comprador un aumento en su “patrimonio”, pero sin parámetros comparativos o de saldos anteriores, es inútil su consulta.
En cuanto a los documentos arguyen los recurrentes, sin concretar cuáles, pues obran 340, que con ellos se probó el pago parcial de dos (2) predios, que debieron tenerse como “indicio de pago y/o voluntad del mismo” (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.02). Es cierto que la juzgadora omitió las premisas de respaldo a su conclusión sobre la ineficacia deducida de la prueba documental, sin embargo, ninguna fuerza demostrativa les halla esta instancia para tener por demostrado ese hecho.
El primero es un manuscrito (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.02 AnexosContestacion, folio 1) en él apenas se aprecia que registran unos números y palabras; mal pueden calificarse como declarativos o dispositivos54, son meramente representativos, solo refieren unas cifras, carecen de un contenido que permita inferir con algún grado de razonabilidad de qué se trata, ningún enunciado gramatical hay que sea acaso comprensible; tales anotaciones son ininteligibles para deducir que hacen referencia a algún pago, menos a los debidos con ocasión de las dos compraventas de las escrituras No.238 y 019.
El documento siguiente se nomina “formato de transacciones” de Davivienda, tiene un sello de caja del 10-01-2015 y enuncia una consignación por $5.077.000 hecha por Rómulo Acevedo, a mano está escrito: “crédito hip. Alejandro Acevedo”, allí mismo figura otro sello bancario del 17-09-2014, enseguida aparecen más anotaciones sobre créditos, luego la expresión: “cuotas pagadas en Bancos de Alejandro, $37.033.113”. Al final aparece un sello de Colpatria que reporta un pago en efectivo de “$4.061.613,57”. No figura ninguna firma.

54 AZULA C., Jaime y Londoño V., Marisol. Manual de derecho procesal, tomo VI, pruebas judiciales, 5ª edición, Temis, Bogotá DC, 2022, p.252 y ss.
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La descripción anterior permite colegir, razonablemente, que tampoco arroja claridad sobre el concepto de los abonos, ni los créditos para imputar, amén de que están sobrescritos a mano, siendo documentos provenientes de entidades bancarias, terceros para este litigio. La imprecisión de los contenidos reseñados ningún poder de convicción genera para entender que se trataba de los pagos aludidos por la parte demandada. En suma, fracasa este ataque.
De todas formas, debe indicarse que según la prueba testimonial que adelante se estudiará, quedó probado el pago realizado mediante la compraventa celebrada con Premium Organic de Colombia SAS.
(iii) En cuanto al parentesco, arquetípico en la pretensión simulatoria, fue mencionado por el fallo, aunque no específicamente como indicio. Es rebatido por la apelación como tal y se predica insuficiente, tampoco puede crear una sospecha, sin más, debe apreciarse en conjunto con todas las pruebas recolectadas.
Estima esta instancia que la familiaridad es prueba solemne por disposición normativa [art.105 y 106, D.1260/1970], sin embargo, tiene dicho el precedente de la CSJ55, en parecer aplicado por esta Sala56, que cuando no está en discusión el estado civil, es admisible tenerlo por demostrado por la mera manifestación de las partes, como aquí ha sucedido.
Su mérito demostrativo, como ha esbozado esta misma Sala (2017)57, parte de indicar que desde luego que un negocio jurídico entre personas familiares o cercanas por los nexos de amistad estructura tal indicio, conocido también como “el affectio”, en consideración a que: “Es obvio que resulta más fácil y seguro a sus propósitos que el simulante seleccione como cómplice a un pariente, amigo o dependiente, que a personas con las cuales no tiene vínculo alguno. Y la experiencia pone de presente la frecuencia de negocios fingidos entre parientes, amigos íntimos,

55 CSJ. Sentencia SC-9072-2014, reiterativa del fallo emitido el 04-08-2010, No.2002-00623.
56 TSP. Sentencia del 20-09-2017, MS: Grisales H., No.2014-0237.
57 TSP. Sentencia del 29-03-2017, No.2012-0101-01, MS: Grisales H.
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dependientes de confianza, etc.”, señala la CSJ58, reiterada recientemente59 (2024).
Empero, esta especie de indicio por sí mismo no es grave, máxime que en este evento los hermanos mismos reconocieron al unísono que de tiempo atrás sostenían negocios en común, así como la cotitularidad sobre inmuebles. Debe tenerse presente que el debate inicia con una presunción de buena fe a favor de los negocios cuestionados, entre otros argumentos empleados por la Corte Constitucional60, al revisar la demanda de inconstitucionalidad del artículo 1766, CC.
Resulta viable sí considerar este indicio como contingente dado que armoniza con las reglas de la experiencia que el concierto colusorio se realice entre personas conocidas y no entre desconocidas, tal conclusión es probable; si fuera inexorable sería necesario.
Ahora, su entidad suasoria habrá ponderarse con las demás piezas de convicción allegadas, tal cual dispone el CGP [arts.176 y 242]. Para ilustrar, un pasaje del pensamiento del órgano de cierre de la materia (2022)61:
… que toda negociación deba ser satanizada, so pretexto de que se realizó entre parientes o familiares, como si el vínculo emergente de la consanguinidad se erigiera en patente de corso para eclipsar, invariablemente, la seriedad y sinceridad de las convenciones, sin que medie para ello ningún examen o fórmula de juicio individual y, lo que es más decisivo, su integración armónica y concatenada con otras probanzas, aún de raigambre indiciaria. No en vano, con innegable acierto, la doctrina especializada se ha preocupado por aclarar que la relación personal o familiar de los contratantes (coniunctio sanguinis et affectio contrahentium), aisladamente considerada, es impotente para acreditar el acuerdo simulatorio, pues como bien lo recuerda el profesor italiano Carlos Lessona, esta circunstancia “…no basta por sí sola, no habiéndose prohibido a tales personas contratar entre sí”. Incluso, en determinadas ocasiones - como lo relata el mismo profesor de la Universidad de

58 CSJ, Civil. Sentencia del 24-04-1986; MP: Héctor Marín N., GJ No.2423.
59 CSJ, SC16281-2016, SC-1008-2024 y muchas más.
60 CC. C-071 de 2004.
61 CSJ, SC-3979-2022.
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Pisa - “el vínculo de parentesco puede tal vez probar la sinceridad del acto más bien que suministrar una conjetura de simulación” (Teoría General de la Prueba Civil, Reus, T. V., Madrid, 1964, pág., 420), todo lo cual confirma la imperiosa necesidad de ponderar, ex abundante cautela, cada prueba obrante en el proceso, en concordancia con otras del mismo o similar linaje.
(iv) La simulación fue desvirtuada con los testimonios de la parte demandada. La alzada reprochó que no se estimara la atestación de Luis A. Sañudo y en cambio sí la de la señora Rosalba, cuando esta fue imprecisa en su versión.
Necesario detener el examen en el fundamento de la sentencia que tuvo por acreditado el pacto mendaz imputado al demandar, no colegido de los indicios en forma expresa, a ninguno se alude en la disertación. Se apoyó en probanzas directas como (a) Las declaraciones de las partes demandante y demandada, confesión del demandado Rómulo (inexistente según se explicó ya);
(b) Los testimonios de Ma. Rosalba Aristizábal Y. (esposa del demandante), Luz Deisy Alzate L. (contadora del demandante), Luz Marleny Aristizábal (cuñada del demandante) y María Nayibe Hernández (empleada del demandante).
Así como (c) Las declaraciones de renta de las partes (ya examinadas antes); dio crédito a las atestaciones por ser allegados a la familia y coherentes sus versiones.
Se relieva que no tuvo estribo en la prueba indiciaria, que es indirecta, mas esta Sala repara inexactas tales premisas, que en manera alguna dan cuenta de haber percibido con sus sentidos, de manera directa, que los tres (3) contratos fueron fingidos por mediar un acuerdo para tal fin entre los contratantes. Ninguno de los declarantes presenció a ambos firmantes expresar que su intención transferir los bienes era mentirosa, que estaban falseando la realidad.
La señora María Rosalba Aristizábal Y. compareció el 27-02-2024 (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.78,
EXPEDIENTE  No.2018-00443-01
tiempo 00:06:33 y ss), tiene estudios universitarios, es docente en La Virginia y es pareja sentimental del demandante, don Alejandro, hace 28 años. Informó conocer a todas las partes aquí implicadas, expresó su malestar con el señor Rómulo y doña Inés Patricia por obrar sin escrúpulos en los negocios con Alejandro, admitió haber instado a su marido para esta demanda, relató que como hermanos tenían relaciones comerciales desde hace tiempo, negó conocer deuda alguna a favor de Rómulo y a cargo de su esposo; enfatizó que este no recibió el pago de los bienes vendidos ni tuvo intención en vender, que ella le había insistido mucho en ello.
Respecto a las compraventas dice haberse enterado pasado un año, supo que databan de 2014, ningún otro dato ofreció sobre precios o bienes; también informó que Alejandro sí tenía deudas del supermercado que administraba en Apía, pero desconoce cuantías y acreedores, también si tenía codeudores, supuso que sí, en todo caso no fueron los demandados (Inés Patricia y Rómulo).
Sobre el negocio con Premium Organic de Colombia SAS expresó haber acompañado a su esposo al hotel Sonesta, mas no lo presenció ni intervino, ya al salir le escuchó desinterés para vender, pero Rómulo le insistió en una llamada y finalmente Alejandro aceptó, aunque dice que este recibió más dinero contestó que no fue para pagar los otros bienes. Sostuvo que su marido conservó un bien, tiene dos (2) apartamentos y dos (2) locales en Cuba, que vendió el supermercado 1A, no recordó a quién.
Ante el nexo parental de la testigo se impone mayor rigor en su tasación. Se explica lo dicho porque según las reglas de la experiencia humana, hay más propensión para favorecer a aquel con quien median relaciones de afecto (parentesco, dependencia, sentimientos o interés en relación con las partes o sus apoderados, así como los antecedentes personales y otras causas); por ello, se itera, el juicio valorativo debe ser más estricto, es decir, con más prudencia, ya que subyace allí la natural maleabilidad de los seres humanos.
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Explicita la CSJ62 que, el poder de convicción está condicionado, no solo a su credibilidad individual, sino al respaldo que hallen en los demás instrumentos de prueba recolectados, así razona el profesor Peña A.63, en opinión compartida por esta Sala.
Se descarta calificarlo como sospechoso, contradictorio y amañado, como tildaron los recurrentes; la inconsistencia sobre el estado civil se muestra exigua, el relato fue coherente y consistente, empero, no persuade sobre el tema probatorio esencial para el caso: el concierto simulado y la falta de pago, dado que resulta incompleto.
Como el citado medio es válido, subsigue verificarse su eficacia y para tal fin deben cumplir las pautas fijadas por la jurisprudencia probatorista, de antaño (199364) y aún vigentes (2016)65, acogidas por la doctrina nacional66; previstas antes por el artículo 228, CPC, hoy 221, CGP, que exige que sean:
(i) responsivos; (ii) exactos; (iii) completos; (iv) expositivos de la ciencia de su dicho; (v) concordantes, esto es, constantes y coherentes consigo mismos; y, además, (vi) armónicas con los resultados de otros medios de prueba. Se itera, verificados estos criterios podrá afirmarse su poder de convicción.
Escrutada la versión testimonial de doña Rosalba bien se percibe que ni en la fase previa ni al celebrar las tres (3) compraventas, estuvo presente, desconoce el precio y, en general, sus términos, en estos puntos es prueba indirecta o de oídas, relató lo que le oyó a su marido; tampoco dio cuenta del consenso falso entre los hermanos, fue reiterativa en haberle señalado a su esposo que no vendiera, en días anteriores a los contratos. Narró enterarse de la crisis económica, mas no pudo informar las cuantías de las deudas, ni

62 CSJ, Civil. SC-4361-2018.
63 PEÑA A., Jairo I. Prueba judicial, análisis y valoración, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, Universidad Nacional de Colombia, Bogotá DC, 2008, p.158.
64 CSJ, Civil. Sentencia del 07-09-1993; MP: Carlos E. Jaramillo S., No.3475.
64 CSJ, Civil. Sentencia del 04-08-2010; MP: Pedro O. Munar C.
65 CSJ. SC-1859-2016.
66 AZULA C., Jaime y Londoño V., Marisol. Manual de derecho procesal, tomo VI, pruebas judiciales, 5ª edición, Temis, Bogotá DC, 2022, p.94 y ss.
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los codeudores, solo se enteró un año después de las ventas de los bienes; supo de la venta del supermercado, sin saber a quién ni por cuánto.
Negó que Rómulo hubiese pagado los predios adquiridos, aunque ninguna explicación agregó, se abstuvo de dar datos precisos, solo reiteró que no se recibió; y, fue incompleta su narración respecto a datos fundamentales de las negociaciones y de la situación financiera que atravesaba don Alejandro.
Cabe sí destacar que la señora Aristizábal Y. se contradijo con la declaración de la contadora, señora Luz Deisy, quien informó en varias oportunidades sobre el ingreso de poco más de 400 millones de pesos por la venta de la finca, que fue uno de los pagos citados por don Rómulo (el otro fue mediante consignaciones bancarias), mientras que doña Rosalba fue clara en negarlo. También al contestar evidenció su resentimiento con Rómulo, se mostró defraudada y dolida, reconoció que las familias se distanciaron cuando en el pasado llegaron a ser muy cercanas.
Subsigue en línea con la tarea de ponderación, examinar la atestación de la señora Luz Deisy Alzate L. (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.78, tiempo 00:06:33 y ss), contadora pública, con 53 años, ha trabajado para don Alejandro desde 2013, fue su empleada en el supermercado 1A, desde 2014 a la fecha del testimonio hace las declaraciones de renta de él y doña Rosalba. Expresó no constarle los contratos, pero supo de la crisis que experimentó, de la ludopatía que padecía y de algunos bienes que tenía en común con Rómulo, no especificó cuáles; mencionó que sabía de dos (2) vehículos y unos porcentajes en unos inmuebles.
También comentó que para esa época él le contó que “(…) le habían hecho firmar un documento porque tenía mucha deuda (…)” (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.78, audio, tiempo 1:03:56), como garantía para pagar los pasivos, adelante aludió a la suscripción de un poder a favor de don Rómulo.
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Auscultada su exposición con el debido cuidado bien se nota que no aseveró la existencia de un acuerdo simulatorio entre Alejandro y Rómulo, ninguna manifestación escuchó de este último, incluso se ignora si lo conocía. Sobre estos hechos es patente que su atestación es de oídas, de escaso valor probatorio, a lo que debe sumarse el vínculo laboral que tiene con el demandante, por ende, sobre estos tópicos, es mínima la verosimilitud ofrecida. Diferente sucede con el pago de más de 400 millones, amerita crédito en cuanto fue espontánea su contestación y está íntimamente relacionado con su función de contadora del señor Alejandro.
Ahora, debe tasarse la versión de Luis Alberto Sañudo Cruz (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.85, tiempo 00:23:54), abogado, edad 67 años, asesor empresarial, en su momento prestó sus servicios a Premium Organic de Colombia SAS. Dijo conocer a los dos hermanos Acevedo Velásquez, dio cuenta de las gestiones previas para suscribir la compraventa con la mencionada SAS, la especial situación de embargo de unos bienes; respondió con concreción que en la negociación asumieron pagos bancarios dada la situación crítica en que se hallaban, detalló las cuantías y las entidades bancarias, además especificó los bienes implicados en el contrato referido.
Así mismo expresó que por acuerdo de Alejandro y Rómulo el primero recibiría 100 millones más que el segundo, y de esa manera pagaron, incluso, entregó dinero en efectivo a don Alejandro.
Adelantado el respectivo análisis de la probanza reseñada, para esta Sala es plausible darle crédito en atención a que sus aseveraciones resultaron consistentes y circunstanciadas en tiempo, modo y lugar, además, su declaración puede calificarse de responsiva, completa y coherente; en suma, se cumplen las pautas valorativas ya preindicadas que habilitan su eficacia. Se resalta en particular que probó el pago alegado por don Rómulo por 100 millones para saldar las compraventas de 2014.
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Corresponde examinar la declaración de doña Luz Marleny Aristizábal (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.85, tiempo 00:23:54), de 54 años, técnico en auxiliar odontológico, trabaja en el hospital de Apía, es cuñada del demandante, conoce a todas las partes.
Afirmó saber de la venta de la finca La floresta a una compañía de Medellín, que estuvo en el hotel Sonesta, acompañó con su hermana Rosalba a don Alejandro, pero no estuvieron en la reunión, esperó afuera en un carro, dijo que la venta fue por 750 millones, que Alejandro no quería rebajar ni vender y Rómulo sí; que ella oía conversaciones entre los dos hermanos que decían que valía 1000 millones; explicó que ambos necesitaban vender porque tenían muchas deudas, Alejandro había perdido el supermercado.
Sobre el negocio con Luis Arnello Delgado, nada presenció, a ella le contaron Rosalba y Alejandro, desconoce el precio, fue entre 2014 y 2015, aunque no está segura; tampoco conoce si su cuñado recibió dineros, que le debían corresponder 500 millones, pues es la mitad de los 1000 que valía; dijo que ignoraba que el esposo de su hermana hubiese recibido plata. Tampoco conoce si había deudas comunes entre los hermanos.
Afirmó que no hubo venta de las casas de Apía, Rómulo le decía a Alejandro que debía ceder los bienes para compensar las pérdidas que este le ocasionó; que estuvo en la casa de Rosalba y escuchaba que Rómulo le decía que firmara papeles, no supo si firmó o no, pero que después las propiedades las traspasaron a Rómulo, según le contó su hermana, no sabe si hubo pagos, esta le expresó que no; y, finalmente, manifestó desconocer cuáles eran los predios así como el año en que se internó a Alejandro, pues ella “es mala para las fechas”, empero haberle insistido la jueza.
También compareció como declarante, la señora Ma. Nayibe Hernández Pérez (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No.85, tiempo 01:58:30), de 54 años, estudió hasta 7º de
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bachillerato, reside en Pereira, se dedica a los oficios varios, fue niñera en la casa de don Alejandro y Rosalba, unos 18 años, hasta 2016, conoce a los demandados Rómulo e Inés Patricia. Menciona haber visto que Rómulo visitaba a Alejandro y le insistía en que firmara unos documentos, no oía bien porque hablaban en voz baja y la casa era grande; con el tiempo doña Rosalba le contó que había firmado; comentó notar la crisis de don Alejandro y por eso no iba al supermercado, que estaba muy decaído; por último, señaló que desconoce qué deudas tenía tanto Alejandro como Rómulo.
Con claridad se puede deducir de los relatos anteriores, salvo el del abogado Sañudo Cruz y un aparte de la versión de la contadora, que en su gran mayoría fueron percepciones de oídas o indirectas en los aspectos tema de prueba.
Señala el derecho probatorio que la credibilidad de un testigo de oídas, es reducida; explica la CSJ67: “(…) En torno a los testimonios de oídas o ex auditur, que “frente al riesgo de equivocación o mentira en que pueden incurrir estos deponentes, el vertido en el proceso por haberse oído de interpuesta persona, tiene muy poco o escaso poder de convicción; y que ningún valor demostrativo ostenta el que se rinde cuando la versión proviene de lo que ha expresado al declarante alguna de las partes (CLXXXVIII, 307, reiterada en cas. 18 abril de 2001, exp.5943)”. En reciente pronunciamiento (2025) se persistió en la tesis expuesta de tiempo atrás por nuestro órgano de cierre68 en la materia, razonó:
… conforme los principios que gobiernan la prueba testimonial, en la labor crítica de este medio de prueba el juzgador debe observar, a fin de determinar el grado de credibilidad o de convicción de las declaraciones, si el testigo percibió directamente el hecho sobre el cual depone, o si lo supo a través de otra persona, o si lo afirma por haberlo escuchado de la parte misma, en cuanto esta afirmación favorezca a ésta. Y en cuanto las dos últimas hipótesis, tiénese dicho que, frente al riesgo de equivocación o mentira en que pueden incurrir estos deponentes, el vertido en el proceso por haberse oído de interpuesta persona, tiene muy poco o escaso poder de convicción; y que ningún valor demostrativo ostenta el que se rinde cuando la versión proviene de lo que le han

67 CSJ, Civil. Sentencia SC-171 del 04-12-2006, MP: Carlos I. Jaramillo J.
68 CSJ. SC-068-2025.
EXPEDIENTE  No.2018-00443-01
expresado al declarante alguna de las partes -negrita adrede-. Negrilla de esta Sala.
Las atestaciones carecen de suficiente poder persuasivo, habida cuenta de ser declaraciones (a) de oídas o indirectas, (b) sospechosas y (c) los relatos carecen de suficiente responsividad en algunos temas, exactitud, completitud y coherencia con la comunidad probatoria recaudada.
En efecto, ninguno presenció las (3) compraventas, las condiciones de su suscripción, ni en sus etapas previas, su conocimiento se origina en lo que les dijo don Alejandro, por lo menos un año después, le comentó a Luz Deisy (contadora) y a doña Rosalba, su esposa y está a su hermana Marleny y a la niñera Nayibe; semejante ocurre con el negocio con la sociedad Premium Organic de Colombia SAS. Sobre los pagos nada pudieron aportar, solo la contadora pudo informar, como atrás se examinó. Compete también remarcar que los nexos parentales y laborales de los testigos gravan sus dichos para tasarlos con mayor estrictez.
Conviene iterar la doctrina constante y pacífica de la CSJ (2021)69 y reiterada (2025)70, atañedera a que, para el buen suceso de esta pretensión, la parte demandante echa sobre sus hombros la carga de destruir de forma categórica la buena fe que ampara los actos reprobados, “(…) pues de lo contrario deberá tenerse como real el acto dado a conocer por más dudas que genere, ya que, en tal caso, las presunciones de legalidad y de certeza que lo acompañan se mantendrán enhiestas.”. La coloración y el resaltado es propio de este texto.
Las probanzas que deben militar han de ser contundentes e irrefragables para socavar la presunción de legalidad y certeza que ampara los negocios jurídicos debatidos, es harto exiguo que apenas generen incertidumbre o sospechas, en tal caso permanecerá inamovible la ficción reseñada.

69 CSJ. SC-3678-2021.
70 CSJ. SC-068-2025.
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Ahora, desde otra arista, puesta la atención en el sustrato fáctico enunciado en el escrito inicial de la acción, bien se nota que el condigno soporte del pedimento simulatorio reluce precario.
En efecto, luego de describir la cronología de los acontecimientos y relievarse que don Alejandro ignoraba la intención de su hermano se asienta que quería: “(…) causarle un detrimento y afectación a su patrimonio, a título de dolo, (…) haciéndolo incurrir en error, pues constituye un vicio en la voluntad y por ende es causal de nulidad del acto. (…)” (hecho No.22); más adelante se afirma que Rómulo Antonio “de mala fe y engañosamente instó a mi mandante a firmar dichos contratos de venta de la cuota parte de los bienes inmuebles antes mencionados, (…)” aduciendo que los embargos que tenían eran de deudas de Alejandro, cuando era falso (Hecho No.24).
Con estribo en la premisa apuntada esta Sala Especializada advierte deficiente el planteamiento fáctico como basamento idóneo para la súplica prevalente, nótese la falta de adecuación y en cambio la genérica expresión empleada “La descripción hecha permite entender que el negocio jurídico (sic) origen de las escrituras reseñadas, fue “totalmente simulado” (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01PrincipalTomo3, pdf No. 21, hecho No.41, reforma de la demanda), ni el dolo, error, mala fe, engaño pueden dar pábulo al querer supletivo formulado.
Ningún indicio se patentizó, acaso puede deducirse el parentesco, la causa para simular (crisis económica) y la falta de capacidad dineraria de los demandados. Con este norte, bien se apunta que los dos (2) primeros se dan por demostrados, mientras que el tercero carece de ese respaldo, manifestó el señor Rómulo que sí tenía fondos derivados del supermercado que administraba, así como algunos préstamos bancarios, pero además esgrimió haber hecho unos abonos ($37 millones) y el resto se pagó con el negocio con Premium Organic de Colombia SAS (100 millones) y este último quedó acreditado como antes se explicitó, es decir, concurren contraindicios.
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Ahora, tanto el indicio parental como el de la situación financiera crítica, carecen de gravedad, es decir, sin probabilidad de que el hecho indicado (simulación) ocurra necesariamente, ya que en este asunto en concreto deben considerarse la demostración de un pago alegado por el codemandado, la falta de prueba sobre la solvencia monetaria de los accionados, las habituales relaciones negociales y de cotitularidad de bienes entre los hermanos Acevedo Velásquez, así como que se desmintieron con el pago del Premiun Organic de Colombia SAS los hechos 13º y 38 o al menos, quedó seriamente dubitada la afirmación postulada, amén de que el haz de pruebas dejó sin demostrar el acuerdo simulatorio entre los hermanos, así como entre el señor Alejandro y la señora Inés Patricia.
La doctrina especializada de tiempo atrás, explicita que, sin lugar a duda, para que se configure la simulación de un negocio jurídico, este ha de estar precedido de un acuerdo de voluntades de los contratantes71; el reconocido profesor Suescún Melo y otro (2018)72, apoyado en el criterio de aquella Corporación señaló:
... Es pues, indispensable, el concierto simulatorio. No es suficiente que haya una discrepancia entre la declaración pública de los contratantes y su voluntad real (…), pues se reitera que es menester un acuerdo privado, anterior a la manifestación pública de la voluntad o simultáneo con ella (…). Por esto ese dice que la “simulación presupone una connivencia entre sus partícipes” y según la Corte se define como “el acuerdo contractual mediante el cual las partes emiten una declaración no acorde con la realidad”73 (Sublínea y cursivas propias de esta decisión).
Suficiente el discernimiento expuesto en los párrafos precedentes para concluir que las inferencias probatorias son débiles para cimentar la sentencia estimatoria de simulación enrostrada, de tal suerte que se impone

71 VELÁSQUEZ G., Juan G. Los procesos civiles, comerciales y de familia, 6ª edición, Señal Editora, 2000, p.76.
72 SUESCÚN M., Jorge y SUESCÚN de R. Felipe. La simulación, En: CASTRO DE C., Marcela (Coordinadora). Derecho de las obligaciones, tomo I, Bogotá DC, Universidad de Los Andes y Temis, 2018, p.505-536.
73 CSJ, Civil. Sentencias del 14-09-1976 y 26-08-1980.
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predicar intacta la presunción de legalidad de los contratos objeto de esta acción, por ende, sale airosa la impugnación invocada.
El desmedro económico del demandante, con fuente en los negocios descritos, pareciera originarse según la causa para pedir, en irregularidades extrañas a la figura simulatoria, esta no comporta un juicio negativo de validez del negocio74, se orienta a constatar su verdadera naturaleza, o en su caso, a la falta de realidad, solapada en la falsaria apariencia, jamás a deshacer una determinada relación jurídica.
De los contratos no reluce demostrado que hubo consenso entre Alejandro y Rómulo, y entre aquel e Inés Patricia. Relató el demandante Acevedo V. que su hermano “se aprovechó de mi”, “me atarzanó para firmar”, es decir, fue insistente en tal gestión; puede inferirse con alguna razonabilidad que falta uno de los elementos axiales de la pretensión aducida.
Son pertinentes de nuevo, las palabras de autoridad cúspide de la especialidad, que de antaño dice75: “Si no existe este entendimiento – llamado acuerdo simulatorio -, que los simulantes no solo celebran, sino ejecutan al “actuar” de un modo determinado para hacer absolutamente verosímil frente al público su declaración de voluntad negocial – no puede haber simulación, aunque una de las partes tenga la íntima, pero unilateral convicción de que el contrato que en realidad quiere celebrar es otro.”. (resaltado de esta Sala).
Si bien se excluyó de los reparos por invocarse a destiempo, no está de más adicionar que la declaración de parte de don Alejandro, carece de convicción al faltar armonía con los demás instrumentos obrantes; explicación necesaria, aunque subsidiaria, dado que el veredicto la estimó. Para iniciar, debe apuntarse una premisa jurídica novedosa en el régimen adjetivo vigente; aplicada y explicada en extenso, por esta instancia en muchas decisiones precedentes (2018)18, consistente en la declaración de parte, nuevo medio probatorio en nuestro CGP.

74 VELÁSQUEZ G., Juan G. Ob. cit., p.78-79.
75 CSJ, Sala de Casación Civil. Sentencias del 11-07-1991 y del 04-02-2013.
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A voces de la regulación hecha en los artículos 165 y 191, inciso final, CGP, el interrogatorio de los extremos litigiosos presta utilidad, no solo para lograr la confesión, sino que también puede provocar una declaración de parte o con más exactitud, un “testimonio de parte”, en palabras del profesor Álvarez Gómez76: “(…) el juez tendrá que valorar la versión del demandante y del demandado, así no constituya confesión y darle la eficacia probatoria que le corresponda con apego a las reglas de la persuasión racional, fincada en la sana crítica, sin que pueda descartar una u otra con el simple argumento de tratarse de un testimonio de parte interesada, pese a serlo.”.
Pertinentes las glosas del doctor Rojas G.77: “(…) Dado que las partes por lo regular han sido protagonistas de los hechos relevantes para resolver el pleito, su narración suele ser bastante nutrida y precisa, lo que fortalece su utilidad en la empresa de reconstruir aquel pequeño fragmento de realidad (…)”.
La CSJ en sede de tutela en 2021 y 2022 ha avalado la predicada tesis y luego en 2023 en sede de casación78. Con claridad así puede extraerse del siguiente pasaje, el prohijamiento en comento79: “En primer lugar, en la sentencia referida se descartó tener como prueba la declaración de la parte demandada, al determinar que no tiene validez porque «la parte no pude fabricar su propia prueba», lo que desconoce lo reglado al respecto por el Código General del Proceso.”. La negrilla es de esta Sala.
Ahora, sobre la respectiva ponderación, estima esta instancia revisora80 que debe ceñirse a los postulados aplicables al testimonio, puesto que el artículo 191, CGP, dispone: “La simple declaración de parte se valorará por el juez de acuerdo con las reglas generales de apreciación de las pruebas.”, y esa versión constituye en sentido amplio un testimonio, como entendiera desde tiempo atrás el

76 INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, ob. cit., p.300.
77 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, pruebas civiles., tomo III, ESAJU, 2015, Bogotá D.C., p.313.
78 CSJ. SC-047-2023 y SC-470-2023.
79 CSJ. STC-9197-2022.
80 TS, Pereira, Civil-Familia. Entre otras sentencias (i) SF-0004-2024, (ii) SF-0002-2023; (iii) SF-0012- 2022; (iv) 04-04-2018, No.2016-00307-01; y, (v) 31-08-2018, No.2016-00818-01; MP: Grisales H.
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maestro Devis Echandía81, en parecer hoy patrocinado por los profesores López Martínez82 y Álvarez Gómez83, que por supuesto acoge este Tribunal.
Por último, al tenor de las explicaciones plasmadas cabe insistir por su importancia, en una distinción atañedera la naturaleza del pedimento invocado y su diferencia con otros cercanos, de la mano del derecho judicial de la CSJ84: “(…) La simulación, por otro lado, per se no es un negocio jurídico ilícito, fraudulento o engañoso (animus nocendi), ni de suyo, comporta su nulidad absoluta (Cas. jul. 27/1935, cas. mayo 23/1955, LXXX, 360).”. La derrota la aspiración prevalente deja incólume el favor de la presunción de legalidad que acompaña al negocio jurídico.
7. LAS DECISIONES FINALES
Como corolario de la argumentación anterior, se: (i) Revocará la sentencia impugnada, salvo el numeral 1°; (ii) Declarará la falta de legitimación por pasiva de Luis Arnello Delgado H.; (iii) Condenará en costas en primera instancia al demandante por el fracaso de sus pretensiones [art. 365-1 o, CGP] y se absolverá de condena en costas en esta instancia por no haberse confirmado ni revocado en su integridad la decisión apelada [art. 365-3o-4 o, CGP].
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA, SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
F A L L A,

81 DEVIS E., Hernando. Ob. cit., p.484.
82 INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. XXXVII Congreso de derecho procesal, Medellín, Adriana López M., ob. cit.
83 INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. XXXVII Congreso de derecho procesal, Medellín, ob. cit. y ÁLVAREZ G., Marco A. Ensayos sobre el Código General del Proceso, volumen III, medios probatorios, Bogotá DC, Temis SA, 2017, p.16.
84 CSJ, Civil. Sentencia del 13-10-2011, ob. cit.
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1. REVOCAR el fallo del 11-04-2024 del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, R., salvo el numeral primero (1º).
2. DESESTIMAR las pretensiones subsidiarias de nulidad y simulación absolutas, invocadas.
3. DECLARAR falta de legitimación por pasiva en el señor Luis Arnello Delgado H.
4. CONDENAR en costas en primera a la parte demandante y a favor de la parte demandada, y ABSOLVER en esta instancia.
5. DEVOLVER el expediente al juzgado de origen.
Notifíquese,
DUBERNEY GRISALES HERRER A
M A G I S T R A D O
EDDER J. SÁNCHEZ C.
JAIME A. SARAZA N.
M A G I S T R A D O
M A G I S T R A D O
D G H / 2 0 2 5
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